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	Fecha y hora de lectura: 
	26-04-13, 2:41 p.m.

	Imputado: 
	Harol Deyve Delgado Rincón

	Cédula de ciudadanía:
	10´021.999 expedida en Pereira (Rda.)

	Delito:
	Homicidio, porte de arma y hurto calificado

	Víctima:
	Roberto Antonio Londoño Saldarriaga

	Procedencia:
	Juzgado Penal del Circuito de Santa Rosa de Cabal (Rda.) con funciones de conocimiento

	Asunto:
	Decide apelación interpuesta por la defensa y la representante de la Fiscalía contra sentencia condenatoria del 23-02-12. SE MODIFICA


El Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira pronuncia la sentencia en los siguientes términos:

1.- hechos Y precedentes
La situación fáctica jurídicamente relevante y la actuación procesal esencial para la decisión a tomar, se pueden sintetizar así:
1.1.- Lo ocurrido fue descrito de la siguiente manera por la Fiscalía en el escrito de acusación:

“El día 29 de abril de 2010, aproximadamente a las 17:00 horas, en la carrera 15 No 22-03 de este municipio, fue herido con arma de fuego el señor ROBERTO ANTONIO LONDOÑO SALDARRIAGA, al poner resistencia a un atraco a mano armada del cual estaba siendo objeto por parte de dos sujetos que se apoderaron de un dinero que había retirado esa misma tarde de un banco de la ciudad de Dosquebradas, los sujetos, al ser repelidos por la víctima, le propinan varios disparos, huyendo (sic) del lugar, utilizando (sic) para ello una motocicleta y una camioneta.

El día 12 de mayo del año en curso y a raíz de las lesiones causadas por arma de fuego, fallece el señor ROBERTO ANTONIO LONDOÑO SALDARRIAGA”.

1.2.- Con fundamento en lo anterior, y luego de realizar labores investigativas en desarrollo del programa metodológico, la Fiscalía logró establecer que uno de los presuntos autores del hecho fue HAROL DEYVE DELGADO RINCÓN, ciudadano vinculado a la investigación mediante formulación de imputación (09-12-10), diligencia en la que se le comunicaron cargos por los delitos de homicidio agravado (arts. 103 y 104.2 del Código Penal), fabricación, tráfico y porte de armas de fuego o municiones (art. 365 ibídem) y hurto calificado (art. 240 inciso 2º ejusdem). El indiciado NO LOS ACEPTÓ. A continuación por solicitud del ente acusador se le decretó medida de aseguramiento consistente en detención preventiva intramural. 

1.3.- Ante el no allanamiento a los cargos, la Fiscalía presentó formal escrito de acusación (08-10-10), cuyo conocimiento correspondió al Juzgado Penal del Circuito con sede en Santa Rosa de Cabal (Rda.), autoridad que convocó para las correspondientes audiencias de acusación (29-10-10), preparatoria (23-02-11), y juicio oral (27-04-11, 08-06-11, 31-01-12 y 03-02-12),  al cabo del cual se anunció un sentido de fallo de carácter condenatorio del que se dio lectura (23-02-12), por medio del cual: (i) se declaró al acusado penalmente responsable de la comisión de los delitos de homicidio agravado y hurto calificado, con imposición de una pena principal de cuatrocientos cuarenta y ocho (448) meses de prisión y la accesoria de inhabilitación en el ejercicio de derechos y funciones públicas por igual período; (ii) se absolvió por el punible de fabricación, tráfico y porte de armas de fuego o municiones; y (iii) se le negó el subrogado de la suspensión condicional de la ejecución de la pena por expresa prohibición legal.

1.4.- El defensor del inculpado y la representante de la Fiscalía se mostraron inconformes con esa determinación y la impugnaron, motivo por el cual se dispuso la remisión de los registros a esta Corporación con el fin de desatar la alzada.

2.- Debate

2.1- Defensa -recurrente-
Solicita se revoque la sentencia condenatoria proferida en contra de su representado por los delitos de homicidio y hurto, y se confirme la absolución por el punible de porte ilegal de armas. Como razones de su inconformidad se extractan las siguientes:   

El fallo se fundó en la plena credibilidad que la juez le otorgó a los testigos de cargo, entre ellos, JHON EDWIN RUIZ y los menores L.F.C. y S.M.A., y si bien consideró que éstos últimos incurrieron en contradicciones, concluyó que las mismas obedecen al impacto sicológico, pero en general fueron contundentes en señalar a HAROL DEIVE como el autor del hecho.

Es evidente la diferencia en lo dicho por los declarantes, ya que JHON EDWIN RUIZ y otros, afirmaron que al lugar del hecho llegó un campero blanco en el que iban dos personas y una motocicleta en la que se desplazaba un individuo, del campero descendió el acompañante del conductor, se acercó a la víctima, empezó el forcejeo, se escucharon las detonaciones que impactaron en el cuerpo de ésta, y luego escaparon. 

Por su parte L.A.C. dijo que se encontraba en su casa con su compañero viendo unos cds, salieron y observaron que llegó una moto con dos personas, el parrillero se bajó, le exigió a su tío la entrega del dinero, el cual éste arrojó al suelo y se retiró para desenfundar su arma, pero en ese instante le dispararon. Igualmente aseguró que el otro sujeto que se desplazaba en la motocicleta también portaba un arma y le apuntaba a su pariente, que ambos escaparon.

S.M.A. manifestó que se encontraba jugando fútbol con su amigo en la vía pública, pero no precisó lo que pasó. Además, dijo que inmediatamente escuchó el disparo se escondió detrás de un muro, es decir, no vio el momento del impacto ni la forma como huyeron los agresores. 

Esas contradicciones no pueden justificarse con el impacto sicológico referido por la juez, toda vez que no hubo un perito que así lo determinara. Esa diferencia tan sustancial en los relatos afecta la estructura básica, e indica que es mentira lo dicho por ellos, pues una cosa es estar jugando fútbol en la vía pública, y otra estar sentados frente a un computador viendo un cd.

Incluso, en caso de ser cierto que esos jóvenes no vieron el comienzo del hecho, como lo dijo la Fiscalía, ambos manifestaron que los dos sujetos llegaron en la motocicleta, sin embargo, no coinciden en el color de la misma, pues mientras uno dice que es azul el otro aseguró que es negra, lo cual confirma que no presenciaron el crimen.
Igualmente se equivocan en lo que tiene que ver con la morfología, pues indicaron que el hombre que disparó tenía gel y el cabello “parado”, piel blanca, lo que no corresponde con los rasgos de HAROL DEYVE, ya que los demás testigos dicen que es tuso o escaso de pelo, motilado, y su tez no es blanca sino trigueña.

Resulta creíble lo manifestado por JHON EDWIN RUIZ, el cual a pesar de haber observado en la carretera al campero y a la motocicleta a gran velocidad, hasta que llegaron al lugar de los hechos, dijo no reconocer a la persona que disparó, ya que realmente en este tipo de casos es poco lo que puede verse porque se trata de un suceso impactante, y únicamente refirió que era un hombre grueso, de corte militar, y camisa y jean azul, características comunes a muchas personas.

En ese sentido también resulta admisible lo manifestado por HÉCTOR FABIO JIMÉNEZ, quien dijo que al escuchar los impactos de bala, cuatro en total, salió a ver lo que ocurría y observó que una persona corría, cuyo descripción no está en capacidad de dar.

LUIS FERNANDO VELÁSQUEZ dijo que estaba a 20 metros y “vio casi de frente” al hombre que se subió en la parte del pasajero del vehículo estacionado, el cual era grueso, cachetón, de cabello corto, camisa blanca y jean. Seguidamente afirmó que no vio quién disparó. Igualmente hizo un reconocimiento, en el que se observa que la fotografía de su prohijado es la que tiene cabello más corto, lo que va en contra de lo establecido en el estatuto procesal sobre ese tipo de diligencias ya que todas las imágenes que conforman el álbum deben ser iguales, siendo esto una clara inducción para que señalara al procesado.

L.F.C., sobrino de la víctima, tenía interés en declarar, mientras que los dos últimos son testigos independientes, los cuales afirmaron no reconocer al agresor que corría hacia el campero.

La falladora inventó una historia en la que HAROL DEYVE huyó en la moto para llegar más rápidamente a Pereira, y entregar las llaves del carro al guarda de tránsito a las 4:30 p.m., funcionario éste que afirmó que DELGADO RINCÓN llegó en un taxi, lo que coincide con lo dicho por sus compañeros de trabajo.

LUIS ALBERTO GUTIÉRREZ afirmó haber visto el momento en el que ocurrió el crimen, cuya narración es clara y coherente porque se encontraba en un lugar estratégico del barrio, conocía a la víctima y a su familia, los cuales también lo conocen a él, por lo que tenía más razones para declarar en contra de HAROL DEYVE que a su favor; no obstante fue honesto al decir que su representando no fue la persona que estuvo allí, lo que coincide con lo manifestado por los otros declarantes de descargo.

Los investigadores hallaron la camioneta que estuvo involucrada en el ilícito en el barrio Las Palmas, y según ellos, un informante, del que nunca se reveló el nombre, les dijo que quien lo conducía era HAROL DEYVE, lo que constituye una mera prueba de referencia. Adicionalmente, esa aseveración fue desmentida por JHON EDWIN SANTA, quien aseguró haber visto el automotor en varias ocasiones en la ciudad de Pereira, conducido por la misma persona que lo hacía el día de los hechos, es decir, no por DELGADO RINCÓN.

HAROL DEYVE el día de los hechos se encontraba en el taller a la 1:00 p.m., allí el guarda de tránsito JUAN CARLOS LÓPEZ HENAO llevó su motocicleta para hacer efectiva la garantía de un arreglo anterior. A las 4:00 p.m. salió a recoger a su hijo al jardín, como lo hacía todos los días, luego dejó el carro en las instalaciones de tránsito y fue a entregarle las llaves al agente en la calle 20 con carrera  4ª, lugar al que llegó en taxi. Ese día era la celebración del cumpleaños de la exesposa de su socio, por lo que hicieron chanzas y comentarios al respecto, y finalmente fueron a comprar un ramo.

En la valoración probatoria efectuada por la funcionaria de primer nivel se admitió que los testigos de la Fiscalía evocaran y recordaran con precisión los detalles del asunto, mientras que a los de la defensa, como el caso de JUAN CARLOS LÓPEZ HENAO, quien demostró su buena memoria, se le reprochó su capacidad de recordar por cuanto no había un motivo o hecho especial que le hubiese causado un impacto sicológico que le hiciera tenerlo presente.

La juez consideró que la prueba testimonial aportada por la defensa era insuficiente, por cuanto necesitaba verificarse y soportarse en otros elementos, como ocurrió con ERIKA GARCÍA, profesora del hijo de HAROL DEYVE, quien dijo que éste fue por el niño a las 4:00 p.m. de la tarde, tal  como lo corroboraron GERMÁN RAYO MARÍN y HÉCTOR FABIO MONDRAGÓN,  lo cual no fue tenido en consideración porque la docente no llevó todos los libros de actas del colegio para probar que efectivamente lo había entregado, mientras que a los declarantes de la Fiscalía se les dio plena credibilidad a pesar de no haberse corroborado que lo dicho por ellos sea cierto.

La Fiscalía no logró demostrar más allá de toda duda la autoría y responsabilidad de su prohijado en los delitos por los cuales fue acusado. Tampoco superó las falencias de sus testigos ni desvirtuó la teoría del caso de la defensa.

2.2- Fiscalía -recurrente-
Pide que se revoque la decisión adoptada en lo que tiene que ver con el delito de porte de armas, en su lugar, se condene por ese punible y se realice el aumento correspondiente  a la pena. Al efecto expone:

La funcionaria de primer nivel absolvió al procesado por ese delito debido a que no se allegó certificación del Departamento de Control de Armas, Municiones y Explosivos de las Fuerzas Militares, valoración con la que no está de acuerdo por cuanto el principio de libertad probatoria establecido en el artículo 373 C.P.P., establece que los hechos y circunstancias para la solución del caso pueden ser probados por cualquiera de los medios establecidos en el código  o por cualquier otro de carácter técnico o científico que no viole derechos humanos.

Quedó establecido que lo que causó la muerte del señor ROBERTO ANTONIO LONDOÑO SALDARRIAGA fueron las lesiones ocasionadas con arma de fuego. Así mismo, las circunstancias temporo espaciales en las que se desarrolló la conducta no fueron objeto de discusión por la a quo. 

La conducta objeto de censura se encuentra establecida en el artículo 365 del Código Penal, cuyos ingredientes normativos son: (i) sujeto activo: indeterminado, cualquier persona mayor de 18 años; (ii) sujeto pasivo: Estado; (iii) verbo rector: para el caso portar; (iv) elemento descriptivo del tipo: sin permiso de autoridad competente; (v) antijuridicidad: seguridad pública; y (vi) culpabilidad: dolo.

Sobre quien se pide la condena por ese ilícito fue a quien vieron disparar contra la víctima, es decir, el señor HAROL DEYVE, de lo que se deduce que la portaba, y el dolo se infiere de la intención criminal, la cual fue agravada porque se perpetró un delito adicional con el fin de ocultar otro.

No se puede presumir que se tenga permiso para portar armas, como ocurre en el  caso concreto, pues en Colombia la regla general es que los ciudadanos no están autorizados para ello, y la excepción es que éste se otorgue, por lo que a quien correspondía probar que el acusado lo tenía era a la defensa y no a la Fiscalía.

El sistema acusatorio no se rige por el principio de investigación integral que operaba en la Ley 600, consistente en investigar lo favorable y lo desfavorable, sino por un principio de lealtad que implica que si en el desarrollo de la investigación la Fiscalía encuentra elementos favorables al acusado, debe descubrirlos. 

La Corte Suprema de Justicia en sentencia del 25-05-11, radicado 36660, -cita el aparte pertinente- precisó que los principios de presunción de inocencia y carga de la prueba no son absolutos; por tanto, han trasladado al derecho penal el concepto de carga dinámica de la prueba en lo que tiene que ver con la actividad de la defensa, en cuanto a que la parte que tiene la prueba debe presentarla para cubrir los efectos de lo que busca.       

2.3- Ministerio Público -no recurrente-

Considera que debe confirmarse integralmente la decisión proferida por la primera instancia, de conformidad con los siguientes argumentos:

No se discutió la materialidad de la conducta en contra de la integridad personal de la víctima, puesto que la Fiscalía y la defensa realizaron estipulaciones en las que dieron por probado el ataque ocurrido, el que también se soportó en pruebas documentales como: informes ejecutivos, tomas fotográficas, acta de inspección a cadáver, necropsia y registro de defunción.

El punible de hurto calificado se acreditó con los testimonios de M.L.L.S.-hermana del occiso-, L.C.F.L., S.M.A. y JHON EDWIN RUIZ HOLGUÍN, quienes manifestaron que el señor ROBERTO LONDOÑO fue despojado de parte del dinero que llevaba.

Sobre la responsabilidad del procesado en esos dos punibles, se escucharon en juicio los testimonios de CÉSAR ALBEIRO VACA, ABELARDO CAMPOS PINZÓN y HAROLD MAURICIO SÁNCHEZ, quienes en condición de investigadores del C.T.I. a cargo del programa metodológico, lograron establecer a partir de la información brindada por los testigos JHON EDWIN RUIZ, HÉCTOR FABIO JIMÉNEZ CARDONA, JHON FREDY SANTA, LUIS FERNANDO VELÁSQUEZ, MARÍA LORENZA SALDARRIAGA y un menor de edad, quién fue la persona que disparó contra la víctima, y fueron claros en afirmar que el hecho se utilizó una camioneta blanca Mitsubishi, y uno de ellos, HÉCTOR FABIO JIMÉNEZ CARDONA, aportó el número de placa -LAO443-, y si bien tenía duda en relación con la última letra, se probó que efectivamente correspondía a la descripción del rodante que fue dada, sobre el que se estableció que era de la familia MONTOYA RIVERA y el conductor era JHON FREDY MONTOYA RIVERA.

Aunado a lo anterior se realizaron reconocimientos fotográficos por LUIS FERNANDO VELÁSQUEZ y los menores L.F.C.L. y A.S.M., quienes identificaron a HAROL DEYVE DELGADO RINCÓN como el autor del hecho, pese a lo cual éste no quiso salir al reconocimiento en fila de personas, ni se hizo presente en el juicio, lo que si bien es su derecho, se advierte como una estrategia para no ser reconocido con el objeto de deslindar su responsabilidad en los hechos.

El menor L.F.C.L. -sobrino del occiso- fue testigo de los acontecimientos y describió de manera contundente las circunstancias de tiempo, modo y lugar del acontecer ilícito, la identidad de los participantes en el hecho, en especial la del agresor directo, del cual aportó rasgos físicos y vestimenta.

El menor S.M.A, quien indicó que ese día se encontraba jugando fútbol con L.F.C.L. frente a la casa, llegó el señor ROBERTO LONDOÑO en una moto, detrás de él dos hombres en otra motocicleta, el parrillero de ésta se bajó, amedrantó a ROBERTO, entonces él sacó los billetes del bolso y los tiró al suelo, procedió a sacar el arma,  y en ese momento el agresor, del cual hizo una descripción física y de la vestimenta, le disparó en dos oportunidades y se marchó. Si bien éste manifestó que quien disparó huyó en la motocicleta, lo que difiere de la realidad fáctica, muy seguramente corresponde a una apreciación subjetiva, que en nada desmerita lo que percibió.

JHON EDWIN RUIZ HOLGUÍN observó los vehículos que participaron en el hecho desde Dosquebradas hasta Santa Rosa, y no obstante haberlos perdido de vista, se los encontró nuevamente cuando llegó a la casa de su amiga, ubicada cerca al sitio donde tuvieron ocurrencia los hechos, vio la motocicleta en la que se desplazaba un sujeto y la camioneta en la cual se encontraban el conductor y el copiloto, y aseveró que éste último fue quien disparó contra la víctima, e igualmente identificó a las otras dos personas.

Si bien la defensa trajo a MARÍA ERIKA GARCÍA TREJOS, JUAN CARLOS LÓPEZ HENAO, LUIS ALBERTO GUTIÉRREZ RAMÍREZ, HÉCTOR FABIO MONDRAGÓN TOFIÑO y GERMÁN RAYO MARÍN, con los cuales pretendió ubicar a HAROL DEYVE en otro lugar diferente, llamó la atención que todos ellos recordaran de manera puntual el día de los acontecimientos, lo que demostró una intención manifiesta de los mismos de ayudarlo, pese a que fueron citados para rendir testimonio 21 meses después de ocurrido el hecho, lo que en condiciones normales no recordarían con tanta claridad, toda vez que no hubo ningún aspecto de trascendencia para rememorar, máxime cuando se enteraron de lo ocurrido 5 meses después.  Solo se hizo referencia a un cumpleaños que no es tan trascendental como para recordarlo dos años después.

En lo que tiene que ver con el delito de fabricación, tráfico y porte de armas, la Fiscalía omitió allegar prueba documental o testimonial de que el señor HAROL DEYVY no contaba con el permiso expedido por la Oficina de Control y Comercio de Armas de las Fuerzas Armadas, pues si bien la víctima fue lesionada con arma de fuego, no se demostró el ingrediente normativo.

3.- consideraciones
3.1.- Competencia
La tiene esta Colegiatura de conformidad con los factores objetivo, territorial y funcional a voces de los artículos 20, 34.1 y 179 de la Ley 906 de 2004 -modificado este último por el artículo 91 de la Ley 1395 de 2010-, al haber sido oportunamente interpuesta y debidamente sustentada una apelación contra providencia susceptible de ese recurso y por partes habilitadas para hacerlo -en nuestro caso la defensa y la Fiscalía-.

3.2.- Problema jurídico planteado
Corresponde al Tribunal establecer el grado de acierto que contiene el fallo opugnado, a efectos de determinar si la decisión de condena impuesta al judicializado está acorde con el material probatorio analizado en su conjunto, en cuyo caso se dispondrá su confirmación; o, de lo contrario, se procederá a la revocación y al proferimiento de una sentencia absolutoria, tal como lo solicita la defensa. Así mismo, revisar si la absolución proferida con relación al delito de porte de armas se encuentra ajustada a derecho.

3.3.- Solución a la controversia

Lo primero a significar es que no se observa la existencia de vicio sustancial que afecte las garantías fundamentales en cabeza de alguna de las partes e intervinientes, o que comprometa la estructura o ritualidad legalmente establecidas para este diligenciamiento, en desconocimiento del debido proceso protegido por el artículo 29 Superior; en consecuencia, procederemos a examinar el fallo confutado en los términos anunciados.

De acuerdo con lo preceptuado por el artículo 381 de la Ley 906 de 2004, para proferir una sentencia de condena es indispensable que al juzgador llegue el conocimiento más allá de toda duda, no solo respecto de la existencia de la conducta punible atribuida, sino también acerca de la responsabilidad de las personas involucradas, y que tengan soporte en las pruebas legalmente aportadas al proceso.

Se avizora de entrada, que las pruebas fueron obtenidas en debida forma y las partes confrontadas tuvieron la oportunidad de conocerlas a plenitud en clara aplicación de los principios de oralidad, inmediación, publicidad, concentración y contradicción. 

No se ha puesto en duda la real ocurrencia del hecho violento cometido en contra de la humanidad de la persona que en vida respondía al nombre de ROBERTO ANTONIO LONDOÑO SALDARRIAGA, el cual tuvo lugar el 29-04-10, aproximadamente a las 5:00 p.m., en la carrera 15 No 22-03 del vecino municipio de Santa Rosa de Cabal, cuando éste fue abordado por dos sujetos, quienes lo amenazaron con arma de fuego, y luego de un forcejeo en el que lo despojaron de parte del dinero que llevaba consigo, el cual había retirado esa misma tarde de un banco de Dosquebradas, le propinaron varios disparos en el momento en el que éste intentó repeler el ataque. A consecuencia de las heridas que le fueron ocasionadas falleció pocos días después.

Ese acontecer fáctico se encuentra demostrado con los informes ejecutivos de tomas fotográficas e inspección al lugar de los hechos, la inspección técnica a cadáver y el dictamen pericial de necropsia, elementos que fueron objeto de estipulación entre la Fiscalía y la defensa, siendo éste último el que determina que la muerte del señor LONDOÑO SALDARRIAGA se produjo por insuficiencia respiratoria causada por laceración medular con proyectil de arma de fuego. Igualmente se anexó el comprobante del retiro del banco Davivienda efectuado por la víctima por una valor de $4´166.000.oo.

El principal motivo de controversia por parte de la defensa tiene que ver con la coautoría y responsabilidad que se le endilgó a su representado en el insuceso, por cuanto asegura que en el momento en que tuvo lugar ese hecho violento, HAROL DEYVY se encontraba en la ciudad de Pereira, tal como se demostró con las declaraciones de MARÍA ERIKA GARCÍA TREJOS, JUAN CARLOS LÓPEZ HENAO, HÉCTOR FABIO MONDRAGÓN TOFIÑO y GERMÁN RAYO MARÍN.
Censura el profesional recurrente la valoración que de los medios de conocimiento efectuó la juez de primer nivel, toda vez que en su criterio no fue objetiva ni tampoco integral, al punto que dio por cierto lo manifestado por los testigos de la Fiscalía, pese a que incurrieron en contradicciones que afectan la veracidad de sus relatos, las que incluso justificó con el impacto sicológico que supuestamente sufrieron con la ocurrencia del hecho, pero dejó de lado lo manifestado por los deponentes de la defensa que fueron sinceros, claros y coherentes, y a los que les restó credibilidad por recordar concretamente lo que ocurrió en esa fecha, debido a que no tuvieron ningún suceso trascendental que les hiciera tenerla presente.

Para esta Colegiatura, en contraposición a lo aseverado por el apelante y, en consonancia con lo expuesto por la juez de primer nivel y el Ministerio Público, los elementos de conocimiento aportados por el ente acusador permiten predicar sin dubitación alguna la responsabilidad del acusado en los delitos de homicidio agravado y hurto calificado.
En ese sentido se cuenta con el testimonio de JHON EDWIN RUIZ HOLGUÍN, quien de manera desprevenida observó los vehículos que intervinieron en el hecho -una moto color negra y una camioneta color blanco- desde que se dirigían de Dosquebradas hacia Santa Rosa de Cabal, vía por la que él también se desplazaba en su motocicleta, los cuales si bien perdió de vista en dos oportunidades debido a que iban a muy alta velocidad, pudo visualizar nuevamente cuando llegaron al sitio donde se llevó a cabo el insuceso, debido a que él se encontraba a cinco casas de ese lugar.

Precisó que la moto en la que iba un solo sujeto, estaba más adelante de la camioneta, en la que se movilizaban el conductor y el copiloto; éste último se bajó del automotor, se fue hacia donde estaba parqueada la motocicleta, lugar en el que también se encontraba la víctima, quien forcejeó con el individuo que se bajó del carro, el cual pretendía quitarle un bolso que llevaba, le apuntó con un arma, y en el momento en que el ofendido intentó repeler el ataque, le disparó en cuatro oportunidades.

Refiere dicho testigo que en ese momento entró a la casa de una amiga, toda vez que estaba muy asustado debido a que el conductor de la camioneta lo vio de frente, llamó a la policía para informar lo sucedido, lo cual se pudo demostrar con la grabación que fue incorporada como prueba en la vista pública, y el contenido de esa llamada concuerda con lo manifestado por él en su declaración.

Ese declarante fue clave para que por parte los servidores del C.T.I. se iniciara la investigación tendiente a establecer los autores del hecho, pues además de la valiosa información que suministró, aportó la descripción de dos de los participantes en el ilícito y efectuó un reconocimiento de los mismos. Sobre el otro sujeto, el que disparó, dijo que tenía una edad aproximada de 35 o 36 años, un poco barbado, motilado.

Lo expresado por RUIZ HOLGUÍN es coincidente con lo manifestado por HÉCTOR FABIO JIMÉNEZ CARDONA, quien para la fecha de ocurrencia de los hechos se encontraba en su taller de tapicería en compañía de LUIS FERNANDO VELÁSQUEZ MORALES, escucharon cuatro tiros, observaron un carro y a un señor que salió corriendo para subirse en él. Señaló que como tenía un lápiz en la mano y antes estuvo en la red de apoyo de la policía, anotó la placa -LAO 433-, aunque tenía duda si se trataba de una D o de una O porque pasó muy rápido.
Por su parte LUIS FERNANDO VELÁSQUEZ MORALES, igualmente dijo que estaba con su amigo HÉCTOR FABIO en su taller, oyeron cuatro detonaciones, se asomaron a la puerta, y antes de llegar a la esquina observaron a un hombre que se subió a una camioneta blanca en el lado del pasajero. Aseveró que vio a ese sujeto casi de frente y refirió que tenía una estatura aproximada de 1,65 mts, contextura gruesa, cabello corto, cachetón, camisa manga corta y jeans, y del cual se hizo reconocimiento fotográfico y fue identificado como HAROL DEYVY DELGADO RINCÓN. 

No es de recibo la crítica hecha por el defensor respecto a esa declaración, pues si bien el testigo manifestó que lo vio “casi” de frente, el hecho de que pudiera dar una descripción y efectuar un reconocimiento fotográfico, demuestra que en verdad sí tuvo la oportunidad de observarlo. 
Lo dicho por JHON FREDY SANTA GONZÁLEZ, quien indicó que en ese momento se encontraba recogiendo un trabajo, corrobora lo manifestado por los anteriores declarantes, toda vez que aseveró haber escuchado unas detonaciones, observar una camioneta Mitsubishi blanca con placa L433 y a alguien que se subió a ésta. Refirió igualmente que el sujeto era de estatura media, contextura gruesa, corte militar, camisa blanca a rayas, y una edad aproximada de 35 a 40 años. 

Todas esas declaraciones son concordantes en cuanto a la forma en que se llevaron a cabo los hechos, y la persona que le propinó los disparos a la víctima, sobre la cual refirieron características físicas y vestimenta similares, que concuerdan con los rasgos físicos del judicializado DELGADO RINCÓN. 

Por su parte, los investigadores del CTI encargados de desarrollar el programa metodológico, CÉSAR ALBEIRO VACA URREGO, ABELARDO CAMPOS PINZÓN y HAROLD MAURICIO SÁNCHEZ, lograron establecer que la placa del automotor era LAO433, toda vez que coincidía con las características que dieron los testigos. Realizaron un seguimiento y lograron ubicar el vehículo en el barrio Las Palmas de esta ciudad, cuando era conducido por el ahora judicializado HAROL DEYVY DELGADO RINCÓN, según les fue informado por fuente humana que no reveló su identidad, quien también les dijo que éste se encontraba siendo procesado por un delito de hurto.

Una vez obtuvieron el nombre del sujeto que se desplazaba en el automotor que participó en los hechos, los servidores del C.T.I. procedieron a realizar una ardua investigación tendiente a confirmar su correcta identificación e  individualización, la cual dio como resultado que efectivamente se trataba HAROL DEYVY DELGADO RINCÓN, ya que no aparecía en el sistema de la Fiscalía ninguna otra persona con ese nombre, y que éste figuraba como desmovilizado de las autodefensas desde el año 2005, acogido al programa de justicia y paz, y  además tenía varias investigaciones penales por  hurto, secuestro e inasistencia alimentaria.

Resultan de gran relevancia los testimonios de los menores L.F.C.L. y S.M.A, quienes se encontraban en el lugar de los hechos en el momento en que tuvo lugar el acontecimiento que aquí se investiga, los cuales son descalificados por el togado recurrente con fundamento en que, según su criterio, incurren en contradicciones sustanciales que fueron justificadas por la funcionaria de primer grado en un impacto sicológico que no fue acreditado.

Para la Sala, si bien lo dicho por los citados menores no es igual en algunos aspectos a lo expresado por los testigos a los que se hizo referencia en primer término, ello no significa que lo manifestado por aquéllos deba descartarse, como lo pretende la defensa, máxime que éstos hicieron una descripción concreta del agresor y efectuaron el reconocimiento fotográfico del mismo. Adicionalmente porque es muy probable que por el lugar en el que se encontraban ubicados no hayan visualizado la camioneta, pues como se sabe que la misma estaba estacionada aproximadamente a media cuadra de ese sitio, y centraron su atención únicamente en la motocicleta que llegó casi al mismo tiempo que la de la víctima.   

Según lo indicado por L.F.C.L., sobrino de la víctima, estaba charlando con un amigo como a 8 metros del lugar donde su tío ROBERTO fue abordado por dos sujetos que llegaron en una moto negra, los cuales le apuntaban y le exigían que les entregara el dinero que llevaba en un bolso, hubo un forcejeo, éste tiró el dinero al suelo y aprovechó que estaban recogiéndolo para sacar su arma, pero ellos se dieron cuenta e inmediatamente le dispararon. Indicó que el que disparó fue el parrillero, lo describió como bajito, gordito, calvo, camiseta blanca y jean, e igualmente hizo un reconocimiento fotográfico en el que señaló al ahora acusado.

En cuanto a A.S.M., éste refirió que cuando llegó el señor ROBERTO también lo hicieron dos hombres en una moto, y él se encontraba jugando fútbol afuera de la casa con su amigo L.F.C.L., los sujetos le dijeron que entregara la plata, él la tiró al piso, uno de ellos se agachó a recogerla y el otro le disparó. El que accionó el arma lo describió como un hombre de estatura regular, corte bajito, robusto, de tez blanca, 30 a 35 años, camiseta blanca, jean y tenis. Con relación a la moto dijo que era azul. Dicho declarante también efectuó un señalamiento por medio de fotográficas de quien resultó ser DELGADO RINCÓN. El hecho de que ese declarante manifestara que luego de escuchar los disparos se escondió, no significa que no haya podido ver a la persona que lo hizo, y prueba de ello es que la describió y posteriormente la reconoció.

No le resta credibilidad a sus dichos el que hayan manifestado que el que disparó fue el parrillero de la moto, puesto que esa confusión en ellos pudo darse porque fueron dos sujetos los que abordaron al hoy occiso, y como no vieron la camioneta muy seguramente pensaron que el agresor necesariamente había llegado también en ese rodante.

Tampoco resulta trascendente que uno de los menores manifestara que estaban jugando fútbol y el otro dijera que se encontraban conversando, pues lo que verdaderamente importa es que ambos afirmaron que se encontraban fuera de la casa y observaron el momento en que ocurrió el acontecimiento materia de investigación. Igualmente resulta de poca importancia que difieran en el color de la moto -azul y negro-, ya que pudieron confundirse al tratarse un color oscuro, ni que manifestaran que ambos sujetos estaban armados, porque ello tampoco le resta credibilidad a sus exposiciones.

Se observa que las manifestaciones de esos adolescentes son hiladas, coherentes, creíbles, y carecen del interés al que hace referencia el recurrente, ya que por el hecho de que L.F.C.L. sea sobrino de la víctima, no significa que quiera inculpar falsamente a una persona, por el contrario, lo que puede pensarse es que su propósito es que se condene a los verdaderos culpables. Lo mismo puede decirse de A.S.M., quien se mostró reacio a comparecer al juicio y fue difícil localizarlo para que rindiera su testimonio, de lo que se infiere que no tenía ninguna intención de declarar en contra de HAROL DEYVY. 

En lo que tiene que ver con el reconocimiento fotográfico, en criterio de esta Sala la actuación llevada a cabo por la Policía Judicial para realizar esas diligencias estuvo colmada de las exigencias legales, no solo por contar con la previa orden del Fiscal en su programa metodológico, sino por la asistencia del Ministerio Público como garante en su desarrollo. En otras palabras, se trata de un medio de convicción obtenido con las formalidades legales y allegado adecuadamente al juicio oral por medio del órgano de prueba correspondiente.
Respecto a la censura planteada por el defensor al respecto, consistente en que el mismo no fue realizado de conformidad con lo establecido en el Código Procesal Penal, toda vez que su representado era el que tenía el corte más bajito en el álbum, lo que puede tomarse como inducción para que los testigos lo señalaran a él.

En primer término hay lugar a decir que de las disposiciones que regulan la materia (arts. 252 y 253 de la Ley 906 de 2004) no se extrae que la fisonomía de quienes integran el acopio fotográfico deba ser idéntica, sino similar, lo que es por supuesto lógico y para ese efecto generalmente quien elabora el respectivo álbum es un morfólogo experto en su configuración. 

Para ello es importante tener en consideración, que en atención a la mezcla que caracteriza nuestro raza, lo importante es que se eviten los extremos, es decir, alto-bajo, blanco-negro, viejo-joven, sin que sea posible soslayar las llamadas zonas de penumbra y que están dentro de lo compatible, v.gr. aquel individuo que está dotado de poco cabello, a quien se le podría describir coloquialmente por algunos como “medio calvo” o también por otros como “medio  peludo”; o en quien recae la descripción de poseer “contextura media”, el cual sería para algunos un poco robusto o para otros un poco delgado, dependiendo de con quién se le compare o de los rangos o referencias que en ese sentido se manejen en determinado contexto. Es incluso habitual en nuestro medio, por ejemplo, referirse a una persona “blanca” cuando la verdad es “trigueña clara”, pues el primer calificativo solo sería propio de la raza aria y no de los latinos donde predomina el mestizaje. 

Lo que no se podría admitir, sería pasar inadvertidos aspectos de trascendencia tales como: ser cojo, tuerto, tungo, manco, u otras imperfecciones físicas en el rostro que fuesen sobresalientes; es decir, situaciones sustanciales y relevantes que harían impropio un reconocimiento entre personas del mismo sexo que no contaran con similares características.

Para el caso, observamos que las fotografías utilizadas son compatibles para los efectos deseados, pues no se destacan factores sobresalientes en la persona a reconocer que implicaran alguna connotación particular digna de ser resaltada en los restantes. Ni tampoco se aprecia la referida sugestión a los testigos para que señalaran al acusado, porque todos los que integran el álbum tienen un corte y características similares. 

Téngase en cuenta, de todas formas, que nuestra jurisprudencia ha sido reiterativa en orden a predicar que un reconocimiento no es una prueba autónoma que pueda apreciarse de manera independiente. Se trata de una prolongación del testimonio de quien lo realiza el cual se entiende sometido en su estimación a las reglas de la sana crítica (cfr. entre otros, casación de 10 de abril, 24 de abril y 29 de Mayo de 2003, con Radicaciones 16485, 15.931 y 15.302, respectivamente). 
Incluso, las potenciales anomalías que se surtan en el desarrollo de la diligencia, no tienen la virtud de aniquilar el testimonio del cual depende, y al efecto se sostuvo en el primero de los precedentes citados, con ponencia del Magistrado Álvaro Orlando Pérez Pinzón, lo siguiente: “...Ese registro visual del sindicado, es complemento del testimonio que sobre su base se vierte al proceso. Por ese motivo, el incumplimiento de los requisitos de forma al momento de ser practicado, no incide negativamente en la validez de la declaración subsiguiente”.
Y, de conformidad con lo decantado desde la casación penal del 02-09-98, M.P. Dr. Jorge E. Córdoba Poveda, radicación 10.106, es la valoración de la prueba subsiguiente, del conjunto probatorio, lo que define finalmente si el señalamiento que se hizo en un comienzo es o no creíble a la luz de los postulados de la sana crítica.

En conclusión, los reconocimientos efectuados colman todas las exigencias de legalidad como para tenerlos por verídicos, más aún en el presente caso en donde fueron tres personas las que coincidieron en ese señalamiento y que recae en un sujeto a quien tuvieron ocasión de ver, unos en la escena del hecho, el otro cuando el agresor se subía al vehículo en el que se transportaba, lo cual es concordante con los testimonios que cada uno de ellos rindió en la vista pública.
En criterio del Tribunal y en consonancia con lo expuesto por el Ministerio Público, resulta por lo menos extraño que el inculpado no saliera al reconocimiento en fila y haya optado por no estar presente en el juicio, actitud que si bien representa el ejercicio legítimo de un derecho de su parte, al mismo tiempo puede considerarse como la dejación de una oportunidad única para esclarecer todo lo atinente al tema de la individualización.

En este último sentido, la situación de presentarse a un reconocimiento directo bien sea en fila o dentro del juicio, debe tenerse como una situación neutra, probatoriamente hablando, dado que su presencia física en ese acto podría tanto beneficiarlo como perjudicarlo. Sea como fuere, lo más coherente con el discurso planteado no solo en la impugnación sino a lo largo del proceso, sería que su protegido hubiese participado en el reconocimiento en fila o asistiera al juicio para aclarar lo atinente a un potencial error en el reconocimiento. En otras palabras, eran esos los escenarios propicios para demostrar que no era el autor del punible investigado.

Tampoco puede pasarse por alto lo dado a conocer por HAROLD MAURICIO SÁNCHEZ, investigador de CTI, con relación a otros aspectos que sumados al hecho de que el aquí acusado sea desmovilizado y tenga investigaciones por varios delitos, ponen en evidencia su capacidad de delinquir, como que el día de su captura se encontrara en un automotor cuyo número de chasis estaba adulterado, razón por la que está siendo investigado por el punible de falsedad marcaria; adicionalmente, el taller en el que según dijo la defensa éste trabajaba, fue allanado y allí encontraron vehículos remarcados.
Así mismo encuentra la Colegiatura que la valoración que de los testimonios de la defensa hizo la juez de primer nivel fue acertada, puesto que sí resulta bastante extraño que recordaran con tanta precisión lo ocurrido ese día, pese a que no hubo para ellos ningún evento trascendental que lo fijara en sus mentes, como sí ocurrió con los testigos de cargo, algunos de los cuales presenciaron el hecho, y otros escucharon las detonaciones y poco después se enteraron forzosamente de lo sucedido.

Es verdad lo expuesto por el defensor en cuanto a que lo aseverado por los declarantes traídos por él es concordante, pero se itera que precisamente el que recuerden todo lo sucedido en esa fecha se torna sospechoso, por ejemplo, que HÉCTOR FABIO MONDRAGÓN TOFIÑO y GERMÁN RAYO MARÍN observaran la hora exacta en que HAROL DEYVY salió del taller a recoger a su hijo en el jardín, máxime que supuestamente estaban ocupados terminando los arreglos del carro que tenían que entregar, incluso que la profesora del menor supiera con exactitud que en esa fecha había ido por él cuando no lleva ningún registro de las entregas diarias de los niños, pese a que en un principio afirmó que sí existía.

Ahora, el testimonio de LUIS ALBERTO GUTIÉRREZ, contrario a lo sostenido por el recurrente, tampoco resulta creíble, pues si de verdad conocía a la víctima y a su familia, y fue testigo presencial del hecho, no se comprende por qué razón no se puso a disposición de la Fiscalía para aportar su declaración. Adicionalmente, según lo afirmado por él estaba ubicado a 120 metros, aproximadamente más de una cuadra, y observó al agresor de perfil, al cual describió como alto, cabello bajito, rasurado, una camisa de botones, pero acto seguido asegura que no se trataba de HAROL DEYVY porque era más grueso y alto. Sus manifestaciones en ese sentido resultan ser bastante ambiguas porque el estar un poco lejos para observar a quien disparó explica que no haya dado mayores detalles que permitieran identificarlo, ni tampoco dijo estar en capacidad de reconocerlo; luego entonces: ¿cómo puede asegurar que no se trataba del aquí acusado?

Por su parte, JUAN CARLOS LÓPEZ HENAO, si bien fue un testigo que demostró tener una muy buena memoria, y recordó que para esa fecha HAROL DEYVY le llevó las llaves entre 4:30 y 5:00 p.m., esa declaración no logra desvirtuar la contundencia de la prueba de cargo ni la presencia del acusado en el lugar de los hechos.

Por último, la Sala se pronunciará con relación al delito de porte de armas de fuego, punible sobre el cual la defensa y el representante del Ministerio Público piden que se confirme la decisión absolutoria proferida por la primera instancia por cuanto no se aportaron pruebas de cargo que demostraran que el acusado no contaba con el permiso para portar ese tipo de artefactos, mientras que la representante de la Fiscalía solicita se revoque la determinación dado que era a la defensa a quien correspondía probar que su representado tenía esa autorización, toda vez que la carga dinámica de la prueba opera en materia penal según lo ha establecido la jurisprudencia nacional.   

Al respecto debe precisar el Tribunal que no cabe duda sobre la materialidad de la conducta porque precisamente el deceso de la víctima fue producto de las heridas ocasionadas por arma de fuego accionada por el aquí judicializado. De lo que se infiere que éste portaba ese artefacto. Empero, no se puede sostener lo mismo en cuanto a la demostración del ingrediente normativo “sin permiso de autoridad competente” que contiene el dispositivo 365 del Código Penal. 

Es así porque como bien lo señaló la falladora de instancia y lo sostienen la defensa y el Ministerio Público, por parte de la Fiscalía no se allegó la certificación del Departamento de Control y Comercio de Armas, Municiones y Explosivos de las Fuerzas Militares, en donde se hiciera constar que DELGADO RINCÓN carecía del permiso para la tenencia y/o porte de instrumentos de fuego, como tampoco ningún otro elemento de conocimiento que probara ese aspecto, lo cual impide que se arribe a la certeza requerida para determinar la ilegitimidad en el porte atribuido y por esa vía a un fallo de condena en los términos indicados por el órgano de la acusación.
Lo concluido por la Sala en ese sentido, se sustenta en la posición que sobre el asunto tiene el órgano de cierre en materia penal, así: 
“[…] 2.2. La Sala, en reciente providencia del sistema acusatorio
 (que, dadas sus repercusiones sustanciales, también tiene aplicación para la Ley 600 de 2000), sostuvo que el ingrediente del tipo objetivo “sin permiso de autoridad competente”, contemplado en el artículo 365 del Código Penal, tiene que probarse con medios de conocimiento distintos a los relacionados con la simple posesión, tenencia o porte del arma de fuego o de la munición. Lo anterior, por lo siguiente:

Dicho elemento tiene un indiscutible componente descriptivo, en el sentido de que alude a una situación fáctica según la cual el agente debe realizar la acción sin contar con autorización o salvoconducto legal. 

(ii) La Fiscalía tiene la carga procesal de sustentar tal ingrediente típico con medios probatorios. 

(iii) Por lo tanto, no es posible ‘presumir’ la configuración de dicho enunciado sin que haya prueba de la cual pueda predicarse su existencia.

Y (iv) tampoco podrá extraerse argumentativamente, ni siquiera con base en máximas de la experiencia“.

En similares términos se pronunció esa misma Alta Corporación en decisión del  07-11-12, radicado 36578, obsérvese: 

“[…] Esta Corporación ya se pronunció en dos oportunidades sobre esta temática
: En un primer evento, con ocasión a la insistencia oficiosa promovida por uno de los Magistrados integrantes de la Sala que no había participado en la decisión de inadmisión de la demanda de casación quien consideró, entre otros aspectos y en relación con la condena por los delitos de porte ilegal de armas, que no es viable mantener su vigencia, cuando se soslaye acreditar la materialidad del punible y la motivación de condena, sea insuficiente en su soporte.
En el segundo, atendiendo también a la motivación legal de los fallos, la Corte precisó
, que el punible de fabricación, tráfico y porte de armas de fuego y municiones descrito en el artículo 365 del Código Penal
, contiene en el supuesto de hecho descrito por el legislador, un  ingrediente objetivo del tipo -sin permiso de autoridad competente-, consistente en la carencia del sujeto activo del comportamiento de la licencia o autorización administrativa para portarlas, elemento que judicialmente y para impartir condena debe estar debidamente acreditado.

Del mismo modo, que su demostración no es suficiente con elementos de persuasión relacionados con la mera posesión, tenencia o porte del arma de fuego o de la munición, sino que para ello es necesario partir de datos o hechos de naturaleza objetiva, emanados de los medios conocimiento recaudados durante la audiencia del juicio oral, incluso, estipulación de las partes en ese sentido, que permita concluir de manera razonable y fundada que la posesión o tenencia del arma o munición adolece de amparo jurídico.
           […]

Agrega la Corte, que en el evento en que no se cuente con la circunstancia como fundamento fáctico para declarar la ocurrencia del ingrediente objetivo del tipo –sin permiso de autoridad competente-, ésta no se puede presumir argumentativamente, porque se desconocería el mandato legal por el cual se impone la carga de la prueba en el órgano de persecución penal; y en donde se pretenda superar esta exigencia mediante la proposición de una máxima empírica sin soporte probatorio para el enunciado fáctico esencia de acreditación, se incurre en la transgresión de la presunción de inocencia, si por ese camino se declara demostrada un elemento relevante para la configuración del hecho punible”. 

De otra parte, debe decir la magistratura que no le asiste razón a la señora fiscal en su planteamiento referente a que quien debía probar que el acusado no contaba con el permiso para portar armas, era la defensa, porque no puede presumirse que todos los colombianos tienen autorización para llevar consigo ese tipo de artefactos, cuando ello es excepcional. Además, el argumento fundado en el principio de la carga dinámica de la prueba no aplica, dado que, como acaba de verse, no basta la mera argumentación para demostrar la falta de ese permiso.

Incluso, puede añadirse, el pronunciamiento
 del órgano de cierre en el que fundamenta su exposición la recurrente, itera que es a la Fiscalía a quien corresponde presentar las medios de persuasión que soportan la acusación, por lo que no puede entenderse que por virtud de la carga dinámica de la prueba queda relevada de esa obligación, pues ello estaría en detrimento de la presunción de inocencia que le asiste al acusado. Por tanto, la interpretación que debe darse a ese principio es que a cada parte le corresponde probar sus afirmaciones, es decir, que la defensa debe presentar los elementos de convicción que tenga a su alcance para controvertir los aportados por el ente acusador. 

Los apartes pertinentes del pronunciamiento en cita rezan: 

“[…] El concepto de carga dinámica de la prueba, al que alude la cita anterior, ha sido reconocido por la Jurisprudencia de la Sala con ocasión especialmente de la entrada en vigor del sistema procesal acusatorio, el cual permite exigir a la parte que posee la prueba, que la presente y pueda así cubrir los efectos que busca
. Porque, si bien, como ya se anotó, el principio de presunción de inocencia demanda del estado demostrar los elementos suficientes para sustentar la solicitud de condena, no puede pasarse por alto que en los eventos en los cuales la Fiscalía cumple con la carga probatoria necesaria, allegando pruebas suficientes para determinar la existencia del delito y la participación que en el mismo tiene el acusado, si lo buscado es controvertir la validez o capacidad suasoria de esos elementos, es a la contraparte, dígase defensa o acusado, a quien corresponde entregar los elementos de juicio suficientes para soportar su pretensión.

En manera alguna, el principio de la carga de la prueba implica relevar de la obligación que le compete al Estado, e invertir, en trasgresión de los derechos fundamentales del acusado, la presunción de su inocencia para que ahora, sea a él a quien se le exija probar este aspecto; la carga dinámica de la prueba se aplica no para que al procesado se le demande demostrar que es inocente, sino para desvirtuar lo ya probado por el ente acusador. […]” (negrillas fuera de texto)

En esos términos, la Sala acogerá en su integridad el fallo de primera instancia, y hay lugar a asegurar que la juez de primer grado hizo un análisis adecuado de las pruebas y demás elementos de convicción obrantes en el plenario, que la condujeron a la certeza más allá de toda duda acerca de la responsabilidad del procesado en los hechos por los cuales fue convocado a juicio.  
En lo que sí encuentra la Colegiatura existe un error es en el monto de la pena de inhabilitación para el ejercicio de derechos y funciones públicas, por cuanto se fijó por el mismo lapso de la sanción principal, esto es, 448 meses; por tanto, de oficio, se modificará para que ésta sea únicamente por 20 años, que es el máximo tiempo permitido por la ley.

En todo lo demás la sentencia de primer grado se confirmará. 

En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira (Rda.), Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, MODIFICA la sanción de inhabilitación para el ejercicio de derechos y funciones públicas, la cual queda fijada en 20 años, acorde con lo expuesto en la parte motiva de esta decisión. En todo lo demás el fallo objeto de impugnación se confirma. 
Esta sentencia queda notificada en estrados y contra ella procede el recurso extraordinario de casación, que de interponerse debe hacerse dentro del término legal.
Los Magistrados, 

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

El Secretario de la Sala,
JUAN CARLOS MORALES RAMÍREZ
� C.S.J. casación penal del 02-11-11, radicado 36544.


� C.S.J. casación penal del 25-04-12, radicado 38542. 


� C.S.J.casación penal del 08-06-11, radicación No. 33202; y de 25-04-12, radicación 38542. 


� C.S.J.casación penal del 02-11-11, radicación 36544. 


� “Artículo 365. Fabricación, tráfico y porte de armas de fuego o municiones. El que sin permiso de autoridad competente importe, trafique, fabrique, transporte, almacene, distribuya, venda, suministre, repare o porte armas de fuego de defensa personal, municiones o explosivos, incurrirá en prisión de…”(Destaca la Sala).


� C.S.J., casación penal del 25-05-12, radicado 33660.


� C.S.J., casación penal del 09-04-08, radicación 23754, criterio reiterado en la casación 31147 del 13-05-09.


� Ibídem
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